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Presentación 
El origen del libro que tiene el lector en sus manos, es una investiga-
ción que se propuso en los últimos meses del anterior gobierno y se 
llevó a cabo en los primeros del que está a punto de terminar. Encar-
gada por la dependencia gubernamental que entonces se denominaba 
Consejería de Seguridad Nacional, nuestra labor consistió en evaluar 
la cobertura y confiabilidad de la base de datos que sobre los hechos 
de violencia esa oficina había construido, y ofrecer interpretaciones de 
las tendencias que los datos revelaban, de su distribución territorial y 
del contexto general que ha condicionado su intensidad. Cumplido 
nuestro compromiso, la riqueza de la información a la que tuvimos ac-
ceso, lo estimulante de las anotaciones, criticas y comentarios que re-
cibimos a medida que expusimos el informe y circularon copias de él 
en entidades y entre personas, además de nuestro propio interés en el 
tema, nos llevaron a mejorar la exposición, a ampliar la consulta de 
fuentes y paulatinamente a actualizar las cifras estadísticas todo lo po-
sible, para llegar a un ámbito más amplio de lectores. 
A la altura de 1998 ya es universalmente admitido que la violencia, 
en sus manifestaciones múltiples y cambiantes, es el principal proble-
ma de la sociedad colombiana; a entenderla, a construir explicaciones 
sobre su causalidad y evolución reciente se aplican recursos, talentos y 
enfoques muy diversos y cada vez mayores, sin que, de igual manera, 
podamos considerar que el nivel de conocimiento sea adecuado o esté 
cerca de ser satisfactorio. 
En los últimos dos años, por lo menos, ha sido importante la con-
tribución de los economistas en cuanto a interpretaciones del proble-
ma y a la propuesta de nuevos enfoques. El reciente debate acerca de 
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la ineficiencia del aparato judicial y de los costos sociales que genera, 
es prueba de ello. En este debate se han hecho patentes, una vez más, 
los requerimientos de una información exhaustiva y confiable de los 
principales indicadores. Los economistas han llegado a plantear un es-
timativo de perdida de por lo menos un dígito en el porcentaje del 
PIB, atribuible a las tasas de criminalidad y de violencia. De allí que sea 
fértil el análisis sobre la racionalidad implícita en los distintos agentes 
de violencia y sobre los costos sociales que la violencia implica. 
Fue así como iniciamos un trabajo de reflexión y de escritura que 
se desenvolvió entre septiembre de 1994 y febrero de 1995. Al presen-
tar la propuesta concebimos la primera parte dc nuestra actividad co-
mo la elaboración del referente histórico —a partir de series tempora-
les— y, correlativamente, como la prueba de consistencia de la infor-
mación puesta a nuestro alcance mediante el recurso a fuentes alter-
nas a la base de dalos que se nos suministró. 
En principio, intentamos evaluar la consistencia de la información 
empírica recogida y sus modos de procesamiento, clasificación y orde-
namiento sistemático. Nuestro balance crítico fue altamente positivo y 
nos permitió apreciar la importancia de que por primera vez el Estado 
dispusiera de una información tan seria para la toma de decisiones en 
situaciones de violencia, lo cual es fruto del trabajo riguroso adelanta-
do en la Consejería Presidencial por Camilo Echandía y Rodolfo Esco-
bedo. 
Esa información, que se halla publicada bajo el nombre de Estadísti-
cas Generales sobre la. violencia, fue al comienzo la materia prima princi-
pal de nuestro análisis. 
No obstante, no nos circunscribimos a esa fuente. Con cl ánimo de 
cotejarla y sopesarla, y para rastrear los fenómenos de manera retros-
pectiva buscando inscribirlos en procesos históricos de más largo 
aliento, acudimos a otras fuentes, como la Policía Nacional en su revis-
ta Criminalidad, las estadísticas de homicidio del Dañe, que dicha enti-
dad rotula como Causa 55 de mortalidad, los registros de secuestro del 
DAS y los registros de los que este organismo denomina asesinatos, las 
estadísticas de Medicina Legal y los informes de asesinatos políticos y 
violación de derechos humanos dc los boletines Justicia y Paz y de la 
revista Noche y niebla. En toda esta pesquisa fue invaluablc la contribu-
ción de John Jaime Correa con quien los autores desean expresar su 
deuda de gratitud; él, como asistente de investigación, con talento y 
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laboriosidad construyó las bases de datos y las gráficas que ilustran 
nuestro análisis. 
A través de la investigación logramos cierta integración de equipo, 
si bien para el lector serán perceptibles todavía énfasis particulares, 
matices diversos de interpretación, algunas diferencias de apreciación 
y, desde luego, de estilo en la redacción del texto, que quisimos con-
servar por considerarlo más adecuado que obtener unanimidad a 
cualquier precio. El enfoque general, el período a analizar y la meto-
dología fueron plenamente compartidos, las conclusiones redactadas 
de consuno. 
Aspiramos a que convergencias y fracturas, percibidas juntamente, 
den cuenta de la orientación de grupo con la cual trabajamos y prue-
ben una vez más las ventajas de la cooperación sobre la base de una 
división de trabajo acordada. 
No es pura formalidad nuestro agradecimiento a los funcionarios e 
investigadores a quienes acudimos en busca de información y suge-
rencias; no hubo solicitud de información o de acceso documental que 
nr» f l l f r a r-f*QTrír.r-ir\\r\r* rsp. leí t n ^ n p r ^ maQ ffpnprn»:^ v n n n r t n n a A Ir» laror» ..,^ l u c i a , ^ T U . . U . « „ u^, . ^ m a l i c i a ..—^ t ) - " " - - ; UJJKJ . . . „ 0 „ 
de los meses de trabajo sostuvimos un genuino diálogo intelectual y 
un intercambio que han continuado. 
Queremos agradecer a los directivos de entidades como el DAS y 
el Departamento de Estadística de la Policía Nacional y en particular a 
la señora Mónica Niño. 
Así mismo queremos agradecer a la Universidad Nacional, al Cen-
tro de Estudios Sociales de la Facultad de Ciencias Humanas, y a los 
Doctores Luz Gabriela Arango y Jorge Martínez, Directora del CES y 
Vicerrector Académico respectivamente. 
Queremos dejar constancia, finalmente, de nuestro singular agra-
decimiento a los asistentes Ingrid Rusinque (socióloga) Germán Lam-
buley (economista) y Wilson Pabón (historiador) por su excelente la-
bor. Contar con ellos nos ratificó en las percepciones y apreciaciones 
previas acerca de la calidad y motivación de los egresados de Ciencias 
Sociales y Humanas de nuestra Universidad; nos comprueba, si falta 
hiciera, que en condiciones adecuadas, la vocación de investigación 
tiene garantía y continuidad. 
El equipo recibió un invaluable aporte del geógrafo José Darío Mo-
reno y de la ingeniera Sonia Cristina Fonseca en la preparación del 
material cartográfico y de Jaime Sepúlveda Fuenzalida en la configurá-
is 
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ción, definición e impresión del material gráfico. A todos ellos nuestro 
reconocimiento. 
Fernando Cubides 
Ana Cecilia Olaya 
Carlos Miguel Ortiz 
Febrero de 1998 
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El territorio de la actual República de Colombia ha vivido familiariza-
do, al menos durante los dos últimos siglos, con las muertes violentas; 
por sólo hacer referencias a la muerte violenta de índole político-
militar, ahí están las numerosas guerras civiles del siglo XIX y los dos 
momentos más letales del siglo XX, a saber los años de la Guerra de 
los Mil Días y La Violencia disparada en 1947, a los que habría que 
agregar la espiral de muertes violentas (ya no reductibles al ámbito po-
lítico-militar) en ia que nos ñauamos noy, precipitaoa mas intensamen-
te desde 1984. 
Las reflexiones que vamos a emprender tienen como objeto princi-
pal la violencia que se expresa en la muerte o eliminación total del 
otro por cualquier motivo, como impedir la diferencia, hacer sentir la 
superioridad, defender un principio, negar el conflicto, ganar un ne-
gocio, eludir un pago, vengar un agravio, etc. En un sentido más am-
plio, nuestras reflexiones se extenderán hasta lo que, por sus dramáti-
cas connotaciones y coincidencias con la muerte física, se ha llamado 
en Colombia la muerte pequeña, es decir el secuestro. 
En otras palabras, la preocupación central de estas páginas es por 
qué nos matamos tanto los colombianos, y no sólo por qué se ha eli-
minado a tantas personalidades de la vida pública (magnicidios) o por 
qué persisten a través de los años las organizaciones de alzados en ar-
mas contra el Estado. 
Somos conscientes de que aquí no se agota la problemática de la 
violencia, pero son éstos los límites que nos hemos trazado en nuestro 
estudio. No extendemos el objeto hasta el ámbito de la violencia simbó-
lica, pese a lo importante que sea, salvo en la medida en que ella haga 
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parte de procesos para entender la eliminación efectiva del otro-
individuo o del otro-colectivo. 
Mucho menos extenderemos las fronteras al vasto tema de la delin-
cuencia, como algunos estudiosos que encuentran interesante estable-
cer relaciones entre los homicidios y otros delitos contra la integridad 
personal, v.gr. las lesiones, o entre unos y otros, y los delitos contra el 
patrimonio. Realmente, en esta oportunidad nuestra preocupación no 
es el delito como tal ni la delincuencia, sino la proliferación de la 
muerte, sin desconocer la relación que pueda haber entre ambos fe-
nómenos. Además, el soporte estadístico del que se dispone para los 
estudios de delincuencia es mucho más precario, en materia de subre-
gistro, que las estadísticas de los homicidios. 
También distinguirnos claramente entre violencia como elimina-
ción total del otro, y conflicto. Nos parece sugestivo el enfoque de 
Lewis Coser en el sentido de que la violencia es lo contrario del con-
flicto, como quiera que se propone su negación suprimiendo definiti-
vamente uno de los dos polos mediante la eliminación física del oposi-
tor. Tal vez esto no sea suficiente para explicar los homicidios o no 
explique la totalidad de ellos, pero a fe que arroja luz sobre una rela-
ción interesante. 
Creemos que es propio dc los regímenes democráticos la existencia 
y desarrollo de los conflictos, sean éstos de clases, de etnias, de ideo-
logías, de opciones políticas, lo cual no significa que deban traducirse 
en violencia letal como en Colombia, antes todo lo contrario. 
Circunscrito nuestro estudio a la violencia como muerte y a los ac-
tores productores de muerte, es también necesario decir que este pa-
norama no es en nada homogéneo, como quiera que la muerte provo-
cada intencionalmente puede derivar de multiplicidad de móviles, de 
diferentes tipos de autores o agentes, o buscar diferentes propósitos.1 
De entre la diversidad de homicidios o muertes provocadas, cre-
emos necesario diferenciar por lo menos el homicidio proveniente de 
actores organizados i1 entendiendo por éstos las organizaciones consti-
tuidas con algún fin, sea de lucro económico, de disputa o defensa de 
poderes sobre territorios o poblaciones o con cualquier otro fin, que 
Ver la tesis de la rnultivalencia y multidireccionalidad de la violencia, en Colombia: 
violencia y democracia, Bogotá, Universidad Nacional, 1987. 
Véase en especial la tercera parte de este libro, p. 155. 
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usan la violencia como recurso para alcanzar sus metas, actuando mu-
chas veces a través de terceros. La llamaremos violencia organizada para 
distinguirla: a) de la violencia espontánea, asociada a la agresividad, 
que surge en la interacción cotidiana y es fruto mayormente de las pa-
siones; b) de la violencia-recurso que usa la muerte para conseguir be-
neficios pero procede artesanalmente, sin organización interpuesta. 
Es un hecho que la violencia organizada, la que se utiliza como re-
curso (de negocio o de poder) obedeciendo a un cálculo más racional y 
consciente de costo-beneficio, en la cual median capital, tecnología, in-
fraestructura e información, ha ido creciendo en Colombia, generali-
zándose y banalizándose; por tanto, creemos de suma importancia des-
tacarla del resto de los homicidios. 
A este tipo de violencia se acerca la categoría asesinatos tal como se 
utiliza en los registros del DAS y como, a partir de éstos, la utiliza por 
ejemplo la estadística de la Consejería para la Defensa y Seguridad Na-
cional y el libro de Camilo Echandía et al., Colombia: inseguridad, violen-
cia y desempeño económico en las áreas rurales? El término es impropio 
desde e! punto de vista jurídico, pero viene a corresponder, aproxi-
madamente, a los homicidios atribuibles a actores organizados. 
Ahora bien uno de los tipos de actor organizado de violencia oue 
requiere ser desagregado es aquel que persigue, en últimas, fines polí-
ticos, o sea relacionados con la distribución del poder, factual o for-
mal, en el ámbito de lo público. Esta tipificación se entiende que pro-
cede independientemente de los contenidos programáticos o ideoló-
gicos, de los fines filantrópicos o no, del carácter primitivo o moderno, 
del grado de legitimidad o de intimidación, de legalidad o de ilegali-
dad, de los actores en contienda. 
Están incluidos en tal suerte de actores las guerrillas, los grupos 
llamados de autodefensa y paramilitares y los propios funcionarios del 
Estado, armados o no, cuando ejercen la fuerza por fuera de la norma. 
En este tipo de violencia organizada, que particularizamos como 
violencia política, nos interesan, más aun que las muertes de los pro-
pios integrantes de las organizaciones armadas enfrentadas, las de los 
3 Camilo ECHANDÍA, Rodolfo ESCOBEDO y Enrique QlJERUZ, autores; director de 
investigación, Jesús Antonio Bejarano, Colombia: inseguridad, violencia y desempeño 




numerosos civiles que por sus implicaciones de cualquier género, con-
vicción, simpatía, ayuda forzada, etc., resultan sacrificados por uno u 
otro bando. 
En otras palabras, estamos hablando de las víctimas de la violencia 
organizada política; el criterio de la militancia, función o adscripción 
de la víctima a los varios parlidos o movimientos políticos o sociales, 
puede ayudar a la identificación y a la clasificación de este tipo de vio-
lencia; no obstante, debe tenerse presente que este criterio, si no se 
combina con el de la tipificación de los actores y con el del móvil, ex-
plícito o supuesto, del acto, puede llevar a un sesgo consistente en la 
inflación de los casos cuyas víctimas son más afines o cercanas a las 
preferencias del ente o los agentes recolectores dc la información, y 
en cl subregistro de los casos en los cuales las víctimas son del bando 
contrario. 
Esta fue la circunstancia que tuvimos con las dos fuentes escogidas 
para trabajar las series de 1980 a 1997: la revista Criminalidad, de la Po-
licía Nacional, y las publicaciones Justicia y Paz y Noche y Niebla, de Or-
ganizaciones No Gubernamentales vinculadas con religiosos. Hasta 
1984, la única fuente que, pese a su precariedad, encontramos dispo-
nible para inventariar las muertes relacionadas con los diferendos polí-
ticos, fue la Policía Nacional. Es una fuente claramente más sensible al 
registro de muertes de agentes estatales y de ciudadanos liberales y 
conservadores que al de militantes de izquierda, por ejemplo; en 1984 
tuvimos que prescindir de esta fuente, pues se redujo a registrar casi 
sólo los propios muertos de las filas policiales. Obligados, por la razón 
anterior, a dejar un vacío entre 1985 y 1987, para el período 1988-1997 
recurrimos a dos fuentes alternas, Justicia y Paz y Noche y Niebla, pero 
entonces el sesgo cambió de sentido: un sobrerregistro derivado de 
otorgar carácter político a todos los homicidios cuyas víctimas hubie-
sen sido militantes de los partidos o miembros de organizaciones sin-
clicales o cívicas, y a todos los casos de masacre y de muerte con tortu-
ras. 
No obstante y pese a los referidos problemas, creímos ineluctable 
diferenciar la violencia registrada como política del resto de los homici-
dios; al optar por la denominación de registrada como política, expresa-
mos que somos conscientes de los sesgos, pero a la vez que existe, de 
hecho, una diferenciación —así fuere, por lo menos, en la forma de 
representársela— con respecto a los demás tipos de homicidios y a los 
demás usos del recurso de matar. 
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De la distinción surgen preguntas que trataremos de responder es-
pecialmente en el ámbito de lo municipal, en la Segunda Parte: ¿La in-
tensificación de la violencia de móviles políticos indujo el aumento de 
la violencia en general, por otros móviles? ¿O será más bien que la vio-
lencia de visos políticos ha sido apenas el revestimiento o magnifica-
ción de una violencia banal, disparada por otras causas (migración, 
presión demográfica, descampesinización, dinero, pobreza, desarrollo, 
atraso)? 
Algunos estudios realizados sobre La Violencia de los 50 insinúan 
esto último. Jaime Arocha, por ejemplo, en su muestreo de expedien-
tes judiciales de un municipio cafícultor, encuentra una gran relación 
entre los homicidios seleccionados bajo el criterio de justificación polí-
tica y los homicidios tomados al azar, y entre el móvil político principal 
de aquéllos y sus móviles secundarios, no políticos.1 
Otro criterio para desagregar del conjunto estadístico de los homi-
cidios, la violencia con propósitos últimos de naturaleza política, es, ya 
no la consideración sobre las adscripciones partidistas o corporatistas 
de las víctimas sino ía atención hacia los actores tor^anizados^ de los 
cuales emana el acto violento. Tampoco este criterio está exento de di-
ficultades; la mayor de ellas es que el recurso de muerte puede a veces 
encaminarse, en el plano inmediato, a un propósito claramente eco-
nómico (v.gr. los homicidios perpetrados por la guerrilla sobre hacen-
dados que no han aceptado la extorsión, para intimidar al resto de ha-
cendados, o los homicidios debidos a complicaciones de un plan de 
secuestro), aunque el objetivo último es, tratándose de guerrillas, la 
pugna por el poder que constituye, incluso aceptando una eventual 
vandalización, la razón de su existencia. 
Igual puede decirse del homicidio al que recurren los grupos pa-
ramilitares. Como no hemos definido lo político por la nobleza o no 
de sus objetivos (lo cual sería igualmente dudoso en el caso de la gue-
rrilla), sino por la disputa de espacios de poder en el ámbito de lo pú-
4 Jaime AROCHA, La Violencia en el (hiindío: Determinantes ecológicos y económicos del 
homicidio en un municipio cafícultor, Bogotá, Ed. Tercer Mundo, 1979. Carlos Mi-
guel ORTIZ, en el libro Estado y Subversión en Colombia, Bogotá, Ed. Cerec, 1985, p. 
29, afirma que, antes de registrarse el primer hecho de violencia política en su re-
gión de estudio, el Quindfo, la consulta de la prensa de Armenia deja la impresión 
de una gran oleada de delincuencia, homicidios y asesinatos sin ninguna implica-
ción de índole política. 
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blico, los objetivos últimos de los paramilitares hacen que el recurso 
de muerte que utilizan forme también parte de la violencia organizada 
con propósitos de naturaleza política. 
Un fenómeno que en estas distinciones puede acaecer, es que un 
actor organizado, de índole no política, con objetivos últimos por 
ejemplo de lucro simplemente económico, en el transcurso de su acti-
vidad se politice, lo cual tendrá lugar cuando el éxito de sus operacio-
nes económicas le requiera disputarse espacios políticos, usando para 
ello el recurso de muerte; nos parece que tal fue el caso de los narco-
traficantes del grupo de Medellín entre 1984 y 1991, al enfrentarse al 
gobierno en busca de hacer eliminar la extradición y recurrir, para ese 
fin, a los magnicidios y al narcoterrorismo. 
La violencia con fines de limpieza social, ejercida sobre delincuentes, 
exconvictos, indigentes, débiles mentales, prostitutas y otros grupos 
discriminados que de un tiempo acá han dado cn bautizar con el exe-
crable calificativo de desechables, en parte puede adscribirse y en parte 
no, a la modalidad denominada violencia política. La índole de las víc-
timas no se define dentro de la disputa de espacios de poder en el 
ámbito público; su indigencia y desvalidez los incapacita para ello; pe-
ro los actores, muchas veces organizados, que emprenden la ejecución 
de estos homicidios, se abrogan la defensa de un orden moral que 
pretenden preservar, y se representan a sí mismos como ejecutores de 
una función de poder en el ámbito público: Limpiar, embellecer la so-
ciedad, a costa precisamente de la violación de los derechos humanos 
de algunos ciudadanos. 
Ahora bien, entre los tipos de actores organizados que en Colom-
bia han generado violencia política, sobre uno de los que suele haber 
más silencio en la literatura de la violencia es el de los funcionarios del 
Estado, más particularmente los miembros de las Fuerzas Armadas — 
Ejercito o Policía— y los miembros de los organismos de seguridad. 
Nuestro estudio se ha propuesto suplir esta omisión incluyéndolos 
como una importante categoría, particularmente en el análisis de la 
violencia a nivel de municipios, en las expresiones de muerte violenta 
y de violaciones a los derechos humanos como la desaparición y la tor-
tura. 
La tarea de recuperar para la información este tipo de actor no só-
lo es exigencia del rigor estadístico de la base de datos: su importancia 
deriva del principio de que la credibilidad de un Estado para poder 
defender entre sus ciudadanos el régimen de democracia y para con-
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tribuir a la disminución de la violencia, depende en primer lugar de la 
transparencia en lo que concierne a sus propios agentes o funciona-
rios. 
Con la diferenciación de la violencia política, o mejor de la violen-
cia registrada como política, respecto del resto de la violencia, no he-
mos querido construir dos compartimentos estancos sin relación recí-
proca, y mucho menos magnificar una en detrimento de la otra. 
Cuando se trae a colación el bajo porcentaje que, de los totales de 
homicidio, representa la violencia política, como lo hizo en 1987 la 
Comisión Nacional de la Violencia, es más bien para concitar la refle-
xión sobre la multiplicidad de móviles e intereses que han producido, 
más allá de la pugna de poderes del ámbito público, la generalización 
del uso de la muerte, y esto nos sigue pareciendo el problema esencial 
a tratar. 
Pero tal reevaluación de dimensiones entre las modalidades de vio-
lencia no significa el desconocimiento de sus mutuas implicaciones, 
pues la proliferación del homicidio común, sin ribetes políticos, bien 
puede provenir del desborde de la violencia política en la medida en 
que haya incapacitado al Estado para la función de justicia, o consoli-
dado patrones culturales de comportamiento, o revelado la eficiencia 
de esta suerte de recurso de solución. 
Por eso, una de nuestras preocupaciones en el presente estudio se-
rá poner en relación las series temporales de homicidio en general, 
con los homicidios y con los secuestros protagonizados o atribuidos a 
actores políticos. Pretendemos rastrear esta relación diacrónicamente 
desde 1980 en ciertos municipios-tipo, y configurar, en la clasificación 
de municipios, categorías combinatorias del siguiente tenor: munici-
pios con alto homicidio pero con cero asesinatos políticos; municipios 
con bajísirno homicidio pero con alto índice de secuestro; municipios 
con bajísirno homicidio, bajísimo secuestro, pero importante presencia 
guerrillera. 
Aunque este análisis de corte municipal lo retrotrajimos apenas 
hasta 1980, en razón de las fuentes disponibles, fue desde el primer 
momento nuestro interés inscribir la coyuntura actual de la violencia 
en un espacio de más largo alcance. Mirar el fenómeno de la violencia 
a partir de los procesos que a través de los años la han producido, fue 
parte de la estrategia metodológica de nuestro proyecto, lo que se 
plasmó en la construcción de algunas series temporales. 
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Hubiéramos querido, dentro de una visión histórica de largo alien-
to, avanzar en la interpretación de los tres momentos ascendentes de 
violencia del presente siglo, cuyas magnitudes están representadas en 
las respectivas curvas de muertes,5 pero no dispusimos dc fuentes para 
ello. Resolvimos entonces centrarnos, a nivel de departamentos, en el 
mediano intervalo comprendido entre la puesta en marcha del pacto 
político del Frente Nacional (1958), que años más tarde mostró una 
probable contribución al descenso relativo de las tasas de violencia, y 
la etapa actual, cerrada en 1995 para el homicidio —en 1997 para los 
otros indicadores— en razón de la disponibilidad dc datos. Su punto 
de inflexión se halla en 1984, año en el cual, en términos de cifras, se 
relanza la espiral de violencia. 
En el caso de los tres aludidos momentos de alta intensidad en el 
siglo XX, las tasas colombianas son, de lejos, mucho más altas que las 
tasas globales de muertes violentas de los demás países del mundo.6 
Ciertamente es distinto considerar de manera aislada la actual espi-
ral de violencia, acelerada desde 1984, a considerarla como la tercera 
gran escalada de este siglo. 
Tampoco se trata de buscar a la ligera una regularidad o tendencia 
hemicíclica con períodos cincuentenos, cuando ni el siglo XIX ni mu-
cho menos la Colonia la refrendarían. Pero sí resultará de interés pre-
guntarnos, más allá de lo cuantitativo, qué posibles semejanzas se pue-
den detectar, por lo menos entre la coyuntura del país que antecedió a 
La Violencia y la cjue antecedió a la escalada de los años 1980, qué re-
giones se afectaron más en los dos casos y hasta dónde coinciden,' 
:l Ver en Fernando GAITÁN, en cl libro escrito con Malcolm DEAS, titulado Dos en-
sayos especulativos sobre la violencia en Colombia (Bogotá, Fonade DNP, 1995) presen-
ta unas gráficas que construyó sobre las muertes violentas en Colombia a lo largo 
del presente siglo. Allí hallan expresión estadística los tres momentos más letales 
que hemos mencionado: la Guerra de los Mil Días, La Violencia de 1947 y la vio-
lencia actual. Op. cit., p. 116-118, Gráfico Dinámica de la violencia: promedio móvil 
quinquenal 1830-1993. Las cifras de Gaitán son bastante arriesgadas y provisiona-
les, pero constituyen un primer intento de aproximación estadística; ojalá lleven a 
posteriores esfuerzos de precisión. 
(l Ver Fernando GAITÁN, Op. cit., Cuadro 1: "Tasas de homicidio en algunos paí-
ses". 
' Como complemento cartográfico de este ensayo, hemos confeccionado unos 
mapas históricos en los cuales se comparan los municipios afectados por La Vio-
lencia entre 1947 y 1958 (a partir de tres diarios de circulación nacional, para 
(continúa en In página siguiente) 
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cómo se entreveran en los dos momentos la violencia registrada como 
política y el homicidio en general. 
A diferencia probablemente de la Guerra de los Mil Días y de La 
Violencia de los años 50, la violencia de los 80 no resiste la reducción a 
lo político: de una parte porque, mal que bien, las contabilidades hoy 
existentes de los homicidios, prescindiendo de su imbricación con lo 
político, no permiten tal reduccionismo; en segundo lugar, porque al-
rededor de la violencia actual se han construido enfoques de interpre-
tación más plurales y menos mistificados, particularmente desde las 
formulaciones de la Comisión Nacional de 1987; en tercer lugar, por-
que, en el plano de los hechos, la proliferación de actores violentos 
organizados y no organizados, fruto de los grandes cambios sociode-
mográficos del país, y la promiscuidad entre ellos, hace casi imposible 
una clasificación binaria de los hechos violentos cuyo criterio fuese po-
lítico.8 
Examinaremos, apoyados en las bases de datos confeccionadas a 
partir de las diversas fuentes que hemos citado, las hipótesis más soco-
rridas en los trabajos existentes: la de !a relación de la economía con la 
violencia, que en su versión más simplificadora pretende asociar la vio-
lencia a la pobreza o a la riqueza; la del grado de presencia institucio-
nal, que a veces se limita estrechamente a la presencia física sin incluir 
las dimensiones simbólicas de la representación de los ciudadanos so-
bre el Estado como elementos de mayor o menor cohesión de las so-
ciedades locales; la de la pugna, finalmente, entre actores organizados 
y las guerras territoriales ligadas a ella. 
Pero no reduciremos, evidentemente, el trabajo a examinar la vali-
dez de una u otra explicación; seleccionaremos unas zonas, a partir de 
nuestra clasificación de municipios según los rangos de violencia y a 
partir de su contigüidad geográfica, y exploraremos en ellas y en las 
tres mayores ciudades del país, aspectos específicos que, a través del 
1947-1949, y de fuentes secundarias, particularmente Germán Guzmán, de 1950 a 
1958), y los municipios afectados por la etapa presente de violencia, según las 
fuentes ya citadas del Dañe, para homicidios en general, del DAS para secuestro y 
violencia de actores organizados, de Justicia y Paz para violencia registrada como 
política y para violación de derechos humanos por parte de agentes del Estado. 
Los mapas están disponibles en el Cindec de la Universidad Nacional. De ellos in-
cluimos en este libro el mapa no. 2. Ver p. 313. 
8 Ver Callos Miguel ORTIZ, "Historiografía de la Violencia", en La Historia a!final 
del milenio, Bogotá, Ed. Universidad Nacional, 1994, vol. I, p. 421, 
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tiempo en los últimos quince años, han podido incidir en su compor-
tamiento respecto al incremento o escasez del homicidio. 
Analizaremos, de igual modo, la trayectoria de los principales acto-
res organizados de violencia a través del tiempo y a través de la geo-
grafía, no sólo como productores de hechos violentos sino a la vez 
como gestores de estrategias y sujetos de intereses estratégicos. 
He aquí, finalmente, algunas de las especificidades del enfoque y 
método que hemos optado: 
1) Hemos focalizado el incremento del homicidio antes que otros 
indicadores de violencia como la presencia guerrillera o paramilitar. 
2) Proponemos una clasificación de los municipios con respecto a 
los indicadores de violencia, entre los cuales asignamos al homicidio el 
mayor porcentaje ponderado. 
3) Diferenciamos, dentro del conjunto del homicidio, lo que hemos 
llamado violencia registrada como política, y nos interrogamos sobre 
la posible relación de su incremento con el aumento del homicidio en 
general. 
4) Incluimos, entre los actores de violencia organizada, a los fun-
cionarios del Estado, cuando son agentes de violaciones de derechos 
humanos y ejecutan actos como la tortura, la desaparición, el homici-
dio de civiles inermes y fuera de combate. 
5) Hemos configurado unos mapas de los itinerarios de presencia y 
accionar de actores organizados de violencia como guerrillas y parami-
litares (Véanse los mapas 3, 4, y 5, pgs. 314, 315 y 316). 
(3) Tratamos de insertar la coyuntura de 1984 a 1997 dentro de pro-
cesos históricos de más largo alcance. Con este fin, como instrumento 
de apoyo, construimos algunas series temporales: dc homicidio, a nivel 
nacional y por departamentos, desde 1959; igualmente a nivel nacio-
nal y departamental, de secuestros desde 1982; y a nivel municipal, se-
ries de homicidio desde 1980, de secuestros desde 1982 y de violencia 
protagonizada por funcionarios del Estado, desde 1988. 
La historización de la coyuntura de violencia es quizá la más notoria 
de las especificidades de nuestro estudio. Por eso empezaremos, en el 
Capítulo I por presentar las reflexiones que nos suscitaron las tenden-
cias estadísticas manifestadas por el homicidio, en el plano nacional y 
en el de los departamentos desde 1959. 
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